
RESOLUCIÓN DE GERENCIA 

RESOLUCION No-2,01 
Ç25-t2 -2o23) 
T.R.D. 200.26 

"POR LA CUAL SE ACTUALIZAN LAS POLÍTICAS PUBLICAS DE PREVENCIÓN 
DEL DAÑO ANTIJURÍDICO Y DEFENSA JUDICIAL EN EL INSTITUTO 
FINANCIERO PARA EL DESARROLLO DEL VALLE DEL CAUCA -INFIVALLE." 

EL GERENTE DEL INSTITUTO FINANCIERO PARA EL DESARROLLO DEL 
VALLE DEL CAUCA - INFIVALLE, en uso de sus facultades constitucionales, 
legales y administrativas y en especial las que le confiere el Estatuto Orgánico del 
Instituto, contenido en el Articulo 5 del cuerdo 058 de 13 de diciembre de 2016, por el 
cual se modifica el Acuerdo 033 de¡ 31 de Agosto de 2015, la Ley 80 de 1993, Ley 
1150 de 2007, El Decreto 1069 de 2015 y  Decreto 1082 de 2015, y. 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 90 de la Constitución Nacional, contempla una clausula general de 
responsabilidad patrimonial del Estado, abarcando la responsabilidad precontractual, 
contractual y extracontractual. El Estado debe responder patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables en razón de la acción u omisión de las 
autoridades públicas. Así mismo, en el evento de ser condenado el Estado a la 
reparación patrimonial por causa de la conducta dolosa o gravemente culposa de un 
funcionario público, aquel deberá pagar y repetir contra este. 

ARTICULO 209. Dispone: "La función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades 
administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de 
los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un 
control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley" 

Que el Decreto 1069 de 2015," Por el cual se expide el Decreto único Reglamentario 
del Sector de Justicia y del Derecho", definió al comité de conciliación, como una 
instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de 
políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la 
entidad. 

Que la política de prevención del daño antijurídico está concebida como un 
instrumento de gerencia pública de gestión y requiere esencialmente la solución de 
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problemas administrativos que generan reclamaciones y demandas judiciales, para lo 
cual la entidad deberá implementar mecanismos preventivos tendientes a la defensa 
de los intereses del Instituto para el Desarrollo del Valle del cauca- INFIVALLE., 
debiendo realizar todas las actuaciones necesarias que permitan la reducción del 
impacto que puedan generar las condenas contra el Instituto. 

Que el Comité de Conciliación formula, orienta, coordina, define, adopta y ejecuta las 
políticas en materia de gestión judicial y de prevención del daño antijurídico, en 
Instituto Financiero para el Desarrollo del Valle del Cauca - INFIVALLE 

Que la experiencia del Comité de Conciliación, derivada del conocimiento de las 
acciones judiciales y extrajudiciales, de las condenas judiciales y otros casos en la 
materia sometidos a su consideración, ha generado la formulación de políticas en 
materia de defensa judicial y de prevención del daño antijurídico para El Instituto. 

Que es necesario actualizar las políticas públicas de prevención del daño antijurídico 
y de defensa judicial del Instituto Financiero para el Desarrollo del Valle del Cauca - 
INFIVALLE, conforme a las nuevas disposiciones jurídicas previstas en la Ley 2195 
de 2022, con el propósito de asegurar el conocimiento y la efectividad de la defensa 
judicial. 

Que en merito a lo anterior, 

RESUELVE 

ARTiCULO PRIMERO. Actualizar la Política de Prevención del Daño Antijurídico y 
Defensa Judicial del Instituto Financiero para el Desarrollo del Valle del Cauca - 
INFIVALLE, en los siguientes términos: 

CAPITULO 1 

1. INTRODIJCCION 

La política de prevención del daño antijurídico de las entidades estatales, son la 
respuesta a la necesidad de salvaguardar el patrimonio público, la credibilidad e 
imagen del ente público y sus funcionarios, ante el crecimiento de demandas en 
contra del Estado y sus consecuentes condenas. En este orden de ideas, la siguiente 
política de prevención del daño antijurídico del Instituto Financiero para el Desarrollo 
del Valle del cauca, permitirá promover una cultura de la gestión del riesgo litigioso al 
interior del Instituto, explorando y analizado y evaluando jurídicamente las causas o 

GD-FROO8 Página 2 de 31 2019105128_VO01 



W'nfiVaLEe 

     

  

RESOLUCIÓN DE GERENCIA 

         

         

Resolución No. 201 

hechos generadores de daño antijurídico en INFIVALLE, con el objetivo de disminuir, 
mitigar o erradicar las causas que dan origen al daño antijurídico. 

El artículo 2.2.4.3.1.2.2 del Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 'Por medio del cual 
se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho", 
prescribe que el Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa 
como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño 
antijurídico y defensa de los intereses de la entidad. 

De conformidad con la norma antes citada yen armonía con el articulo 2.2.4.3.1.2.5 
del mencionado decreto, el cual establece las funciones del Comité de Defensa 
Judicial y Conciliación, corresponde a este formular y ejecutar las políticas de 
prevención del daño antijurídico y diseñar las políticas generales que orientarán la 
defensa de los intereses de la entidad. 

El objeto fundamental de esta política es prevenir hechos, acciones u omisiones que 
puedan generar un daño antijurídico por parte de los funcionarios, que conllevas a las 
condenas contra el Instituto, debiendo este repetir, lo que necesariamente generará 
las condenas de carácter disciplinario, patrimonial, administrativo, penal y civil. 
Siguiendo los lineamientos para la formulación de la política de prevención del daño 
antijurídico, establecida por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
mediante circular externa No 05 del 27 de septiembre de 2019, en el presente 
documento se realiza la presentación clara del proceso a seguir para la formulación, 
evaluación e implementación de una política de prevención del daño antijurídico cuyo 
eje se centra principalmente en el cumplimiento de las normas vigentes que regulan 
la materia y en el actuar reglamentado de los funcionarios de las distintas 
dependencias de la Entidad. 

CAPITULO II 

2. DEL DAÑO ANTIJURIDICO, OBJETIVO Y ÁMBITO DE APLICACION 

2.1 Definición del Daño Antijurídico. Se entiende por daño antijurídico, la lesión a 
un interés jurídicamente tutelado, que la víctima no está obligada a soportar, o como 
aquel que causa un detrimento patrimonial que carece de título valido y excede el 
conjunto de cargas que normalmente debe soportar el individuo. 

La Constitución Nacional de Colombia, en su artículo 90 prevé la reparación 
patrimonial en una eventual responsabilidad de Estado causado por un daño 
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5. Política para ejercer la acción de repetición, llamamiento en garantías con 
fines de repetición y recuperación del recurso público. 

Se entiende por acción de repetición aquella que se ejerce por el Estado contra el 
funcionario o servidor público responsable de las indemnizaciones que deba pagar la 
Administración por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones. De esta forma 
se pretende recuperar los recursos públicos pagados con ocasión de los fallos 
judiciales y conciliaciones cuyas decisiones han sido desfavorables a los intereses de 
la Entidad. 

5.1 Las áreas deben conformar un expediente administrativo único y elaborar el acto 
administrativo por medio del cual se da cumplimiento las providencias judiciales y 
obligaciones derivadas de los mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
Así mismo deben reportar la información del estado de avance del proceso de 
trámite y pago por este concepto. 

5.2Así mismo se debe articular el reporte, seguimiento y pago de providencias 
judiciales y obligaciones derivadas de los mecanismos alternativos de solución de 
conflictos conforme a la normatividad vigente, garantizando el adecuado manejo 
de los recursos públicos y la prevención del daño antijuridico de la Entidad. 

5.3 Las áreas competentes para dar cumplimiento a lo dispuesto en las sentencias u 
obligaciones derivadas de los mecanismos alternativos de solución de conflictos 
(MASC) y de acciones constitucionales, comunicará a la Oficina Asesora Jurídicas 
el trámite adelantado para la gestión de pago, dependencia que a su vez debe 
actualizar base de datos de procesos de conformidad con la información 
suministrada. 

5.4. La Oficina Asesora jurídica al estudiar las solicitudes de conciliación, o cuando lo 
consideren pertinente, deberán presentar informe al Comité de Conciliación para 
que este pueda determinar la procedencia del llamamiento en garantía con fines 
de repetición en los procesos disciplinarios, administrativos y judiciales de 
responsabilidad patrimonial. 

5.5. Caducidad de las investigaciones Administrativas. 

La Ley 2195 de 2022 en el artículo 8. Establece que: "La facultad sancionatoda 
administrativa prevista en e! artículo 34 de la Ley 1474 de 2011 podrá ejercerse 
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por las autoridades competentes en el término de diez (10) años, contados a 
partir de la ejecutoria de la sentencia judicial, mediante la cual se declare la 
responsabilidad penal de los administradores, funcionarios o empleados de las 
personas jurídicas o sucursales de sociedades extranjeras domiciliadas en 
Colombia o en firme el reconocimiento de un principio de oportunidad en favor de 
los mismos, que hayan quedado ejecutoriados o en firme con posterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley e independientemente de la fecha de 
comisión de la conducta punible por parte de las personas naturales". 

Por lo tanto debe entenderse que son diez (10) años para la caducidad de las 
investigaciones administrativas, contados a partir de la ejecutoria de la sentencia 
judicial. 

5.6. Caducidad de la acción de repetición. 
Previa presentación de la posible procedencia de la acción de repetición por 
parte de los abogados de la Oficina Asesora Jurídica por conocimiento directo o 
solicitud de las áreas, el COMITÉ DE CONCILIACION Y DEFENSA JUDICIAL, 
deberán efectuar el estudio sobre la oportunidad o configuración del fenómeno 
jurídico de la CADUCIDAD, prevista en cinco (5) años. 

Constituye falta gravísima para el funcionario de la autoridad competente que no 
inicie actuación administrativa, estando obligado a ello, conforme los artículos 
34, 34-1 y 34-5 de la ley de la Ley 1474 de 2011. 

5.7 Oportunidad para presentar la demanda de repetición. 

El articulo 43 de la ley 2105 de 2022 modifica el articulo literal i) del artículo 164 
de la ley 1474 de 2011 y prescribe 1) Cuando se pretenda repetir para 
recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, conciliación u otra 
forma de terminación de un conflicto, el termino será de cinco (5) años, 
contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde 
el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de 
condenas de conformidad con lo previsto en este Código". 

5.8 Se debe verificar que el servidor público contra quien se repite tenia a su cargo 
funciones asignadas que guardaban estrecha relación con el trámite demandado 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y por tanto, su actuación 
resultó determinante en la causación del daño antijurídico alegado. 
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5.9 Que se haya pagado la condena, lo cual se demuestra con las órdenes de pagos 
emitidos por la Subdirección Financiera y la constancia expedida por el 
beneficiario de la sentencia, de haber recibido el monto de la condena a su favor. 

5.10 Vía jurisprudencial los jueces han revisado que el cumplimiento de la condena 
haya causado un detrimento patrimonial a la entidad pública, y que el pago no 
corresponda a una obligación de otra índole, caso en el cual no procedería la 
acción de repetición. 

5.11 Si en una sesión del Comité de Conciliación se aplaza la decisión en relación 
con la procedencia de la acción de repetición por falta de información sobre la 
actuación administrativa, es necesario efectuar el cómputo de la caducidad. 

5.12 De la acción de repetición expuesta en el Articulo 142 de la Ley 1437 de 
2011 o Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, hace parte de los medios de control administrativos de 
naturaleza indemnizatoria, el cual preceptúa: 

"ARTICULO 142. Repetición. Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento 
indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de 
conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o 
ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva 
deberá repetir contra estos por lo pagado. 

La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del 
servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del 
proceso de responsabilidad contra la entidad pública. 

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o 
servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago 
será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario 
responsable del daño." (negrilla fuera de texto). 

5.13 FINALIDAD DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN. La finalidad u objetivo de ésta 
acción, es buscar el reembolso de dineros que tuvo que pagar la administración 
púbica con ocasión de una condena a causa de algún daño causado por uno de 
sus funcionarios a título de culpa grave o dolo. 

5.14 Legitimación en la causa por activa 
El legitimado en la causa por activa en la demanda de repetición o acción de 
repetición, es la entidad que tuvo que realizar el pago de la condena. 
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Recordemos entonces, que dicha entidad tiene 6 meses para presentar la 
acción de repetición, si no lo hace, automáticamente se legitima al Ministerio 
Público o a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para que lo 
haga. 

5.15 Legitimación en la causa por pasiva 

Así las cosas, el legitimado en la causa por pasiva en la acción de repetición o 
demandado en ésta acción, es el agente que por su culpa grave o dolo, generó 
el daño antijurídico. 

5.16 Una vez aceptada la demanda de repetición en la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo es imprescindible que el apoderado de INFIVALLE 
solicite el decreto y práctica de pruebas conducentes a la prosperidad de la 
acción, tales como: 

Pruebas documentales: Que fueron apodadas en el proceso que dio origen a 
la acción de repetición y que sirvieron para que el juez declarara la nulidad de un 
acto administrativo o la reparación de un daño derivado de la actividad 
administrativa, mediante la solicitud de traslado de pruebas. 

Testimonios de la parte que resultó beneficiaria de la condena en contra del 
INSTITUTO. 

Copia del manual de funciones en su aparte pertinente, vigente para la 
época en que ocurrieron los hechos, de tal forma que sea posible al juez 
establecer la actuación dolosa o culposa del servidor público en el marco de las 
funciones a él asignadas. 

Certificación del tiempo de servicio y el cargo ocupado por el funcionario 
contra quien se repite. 

Prueba del pago de la condena judicial se aportan los recibos de pago de la 
misma, expedidos por la Subgerencia financiera de la entidad correspondiente 
junto con la constancia expedida por el beneficiario de la sentencia, de haber 
recibido el monto de la condena a su favor. 

5.17. El apoderado debe tener en cuenta que las medidas cautelares son procedentes 
en la acción de repetición, tal como lo señala el artículo 23 de la Ley 678 de 
2001 Artículo 142 de la Ley 1437 de 2011 o Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Además, previo a iniciar la 
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acción de repetición debe existir un pronunciamiento del Comité de Conciliación 
al respecto. 

5.18.Los apoderados de INFIVALLE, deberán solicitar la ejecución de las sentencias 
que impongan a favor de INFIVALLE, el pago de una suma de dinero, la entrega 
de cosas muebles que no hayan sido secuestradas en el mismo proceso, o el 
cumplimiento de una obligación de hacer, ante el mismo Juez que conoció la 
causa, allí mismo, y antes del vencimiento de los 60 días siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia o el auto de obedecimiento del superior. Así mismo se 
solicitará la inmediata imposición de las medidas cautelares a que haya lugar. 

5.19 En materia de cumplimiento de fallos en acciones de tutela, debe tenerse en 
cuenta, entre otros aspectos, los siguientes: 

Es deber de INFIVALLE cumplir las decisiones judiciales dentro de los términos 
judiciales y legales 

6. POLÍTICAS PARA LA EXPEDICIÓN DE DECISIONES ADMINISTRATIVAS. 

El objetivo es prevenir las decisiones carentes de estudio y análisis, por lo que se 
requiere identificar el proceso correcto, la viabilidad jurídica y financiera, de tal forma 
que no se vulnere el ordenamiento constitucional y legal, para evitar un impacto fiscal 
por el daño antijurídico para el Instituto, por lo que se deberá: 

6.1 Generar a través de las áreas competentes instructivos, manuales o circulares en 
los cuales se establezcan los procedimientos y circunstancias especiales a 
tenerse en cuenta para la expedición de los actos administrativos del Instituto. 

6.2 Actualizar los cuerpos normativos y jurisprudenciales, relacionados con el marco 
jurídico vigente que amparan los actos administrativos, especialmente aquellos de 
mayor alcance e impacto fiscal y legal para Infivalle. 

6.3 Generar grupos de estudio integrados por funcionarios de nivel directivo, con el 
objetivo de establecer la pertinencia jurídica de la expedición del acto 
administrativo revestido de legalidad y del buen servicio al ciudadano al resolver 
de fondo su necesidad. 

6.4. Capacitar a los funcionarios encargados del procedimiento para la vinculación y 
desvinculación de funcionarios de carrera administrativa, provisionales y de libre 
nombramiento y remoción de la planta de personal del Instituto Financiero para 
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el Desarrollo del Valle del Cauca - INFIVALLE, actualizándoles en las normas 
vigentes y jurisprudenciales. 

6.5 Previo a la decisión administrativa de retirar del servicio a un servidor público, se 
deberá evaluar si se encuentra amparado por algún tipo de fuero o en alguna de 
las modalidades de licencia o incapacidad, estableciendo con precisión las fechas 
de inicio y terminación de dicho amparo. 

6.6 Reportar de forma inmediata a la Oficina Asesora Jurídica de INFIVALLE, la 
fecha en que se realice un pago producto de una sentencia judicial debidamente 
ejecutoriada, con el fin que se lleve al Comité de Conciliación y este estudie la 
posibilidad de iniciar o no la acción de repetición 

7. POLITICA DE CUMPLIMIENTO Y PAGO DE SENTENCIAS, TENDRÁ EN 
CUENTA LOS SIGUIENTES LINEAMIENTOS: 

7.1 Por cumplimiento y pago de sentencias se entiende el deber del Estado de 
atender la parte resolutiva de las providencias judiciales y arbitrales en cuanto a 
las obligaciones de hacer y/o pagar oportunamente una suma de dinero, razón 
por la cual se deberán generar mecanismos de gestión respecto del pago de 
sentencias y conciliaciones, a fin de disminuir el tiempo de pago, reducir los 
recursos que se pagan por intereses de mora y vigilar el cumplimiento de las 
sentencias en aras de la protección de los derechos de los ciudadanos y del 
patrimonio público. 

7.2 Al interior de las dependencias debe definirse los mecanismos, procedimientos 
y controles necesarios a efecto de responder con eficiencia y eficacia al deber 
legal de acatar oportunamente las decisiones de las autoridades judiciales, 
estrictamente en los términos en que estas son proferidas, evitando la 
generación de intereses moratorios y su correspondiente pago. 

7.3 El trámite de pago de sentencias, decisiones judiciales y administrativas, así 
como laudos arbitrales, tutelas, indemnizaciones y acuerdos conciliatorios debe 
considerarse un asunto de carácter prioritario por parte de las dependencias que 
intervienen en el proceso. 

7.4 La Junta Directiva de la entidad, debe ceñirse y acatar plenamente las 
sentencias judiciales en las que el Instituto ha sido vinculado, como quiera que el 
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cumplimiento de los fallos judiciales no son objeto de concertación, ni es posible 

dárseles una orientación diferente en las audiencias de verificación, para el caso 
de acciones populares. 

7.5 A efectos de cumplir los fallos judiciales y cuando sea indispensable, las 
dependencias deben proceder a realizar las gestiones necesarias en procura de 
modificar los planes de inversión o ejecución de gastos. 

7.6 La Dirección de la Entidad debe dar estricto cumplimiento a las órdenes 
impartidas por los Despachos Judiciales en los procesos en los que el Instituto 
hace parte del extremo demandante, demandando o cuando los jueces o 
magistrados requieran información y documentación, en los términos y 
oportunidad por aquellos señalada, so pena de ser merecedores de las 
sanciones establecidas en la ley. 

7.7 Cada vez que el Instituto sea notificado de una sentencia judicial o de la 
aprobación judicial de una conciliación prejudicial, la Oficina Asesora Jurídica 
remitirá un oficio a las diferentes áreas a fin de que en casos similares se 
adopten las medidas a que haya lugar para evitar la ocurrencia de tales sucesos. 

7.8 	La Subgerencia encargada del trámite para el pago de las condenas producto 
de fallos judiciales o aprobación de conciliaciones prejudiciales, deben dar curso 
inmediato al procedimiento respectivo, a erectos de evitar incurrir en cancelación 
de intereses por mora y mayores valores a cargo de la entidad. 

7.9 Con el objetivo de llevar a cabo una adecuada depuración y ejecución 
presupuestal, el área competente deberá dar especial prioridad al agotamiento 
en orden de antigüedad de los saldos calificados como: Pasivos Exigibles, 
Reservas Presupuestales y Presupuesto de la Vigencia, ya que los 
Ordenadores del Gasto son responsables de lograr la disminución del monto de 
pasivos exigibles de la entidad, con la liquidación de contratos y/ convenios que 
permita el pago de recursos pendientes o la liberación de los saldos no 
ejecutados. 

7.10. EL INSTITUTTO al momento de liquidar las sentencias que ordenen el reintegro 
de un servidor público procederán a aplicar el criterio de la Sala Plena del 
Consejo de Estado, en el sentido de no realizar el descuento de todos los 
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ingresos que el demandante haya percibido del tesoro público, durante el 
tiempo comprendido entre el retiro del servicio y su reintegro efectivo, salvo que 
el fallo judicial diga expresamente lo contrario. 

7.11 La Subgerencia Administrativa en coordinación con la Oficina Asesora Jurídica 
deberán establecer los mecanismos, procedimientos y controles necesarios, 
con el fin de responder con eficiencia y eficacia al deber legal de acatar 
oportunamente las decisiones de las autoridades judiciales, estrictamente en 
los términos en que éstas son proferidas, evitando la generación de intereses 
moratorios y su correspondiente pago. 

7.12 Como alternativa para el pago de la sentencia, en caso de que no exista 
acuerdo en el monto a pagar, los dineros relativos al pago se consignaran a 
órdenes del respectivo despacho judicial, en un muy codo plazo. 30 días, luego 
de la ejecutoria de la sentencia respectiva. El citado procedimiento disminuye la 
causación de intereses moratorios y quedarán los soportes del pago y de la 
diligencia de INFIVALLE para el efecto, en el respectivo despacho judicial. 

7.13 La ejecución de las sentencias que impongan a favor de INFIVALLE, el pago de 
una suma de dinero, deberá solicitarse ante el mismo Juez, que conoció la 
causa y antes del vencimiento de los 60 días siguientes a la ejecutoría de la 
sentencia o el auto de obedecimiento de lo dispuesto por el superior. De igual 
forma, se solicitará la inmediata imposición de las medidas cautelares a que 
haya lugar. 

7.14 Lo anterior, permite ahorrar recursos en gastos de notificación y asegurar el 
efectivo recaudo de los créditos judicialmente reconocidos, en aras de 
garantizar la máxima eficiencia procesal. 

7.15 Elaborar un procedimiento, para el seguimiento efectivo del ejercicio de cartera, 
seguimiento a las garantías, para evitar la materialización de riesgos de 
crédito, que puedan generar daño antijurídico. 

8 LA OFICINA ASESORA JURÍDICA , en el ámbito de la prevención del daño 
antijurídico, le corresponde: 

8.1 .Representar administrativamente y judicialmente, previo otorgamiento de poder 
especial por parte del representante legal de INFIVALLE. 

8.2 Efectuar el seguimiento y garantizar la actualización de la base de datos de los 
procesos judiciales de la Oficina Asesora Jurídica, según el formato para ello 
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establezca y de acuerdo a cada actuación procesal notificada bien sea por el 
despacho judicial o el apoderado designado para el proceso. 

8.3Acompañar en forma permanente el proceso de reporte y actualización de la 
información de procesos judiciales y efectuará el seguimiento al mismo. 

8.4 Corresponderá a cada apoderado realizar el seguimiento a los procesos judiciales 
que tengan a su cargo, una vez sea asignado el caso e informar de manera 
oportuna del mismo a la Oficina Asesora Jurídica. 

8.5Cuando se trate de acciones encaminadas a reducir la probabilidad de condena 
en una actuación judicial, en el escenario litigioso es importante construir 
estrategias de defensa con base en argumentos seriamente sustentados que 
exhorten a los jueces a aplicar el derecho de la manera más racional posible con 
bajos márgenes de inseguridad, y con la pretensión de cerrar la brecha entre 
derecho y realidad. 

8.6 Siempre que se demande o pretenda hacer valer un acto administrativo expedido 
por INFIVALLE, el apoderado de INFIVALLE, deberá allegar al proceso copia 
auténtica e integral del mismo. 

De igual manera, estos apoderados deben aportar dentro de las oportunidades 
procesales del caso, las pruebas documentales que reposen en las dependencias 
de INFIVALLE, obviando en lo posible solicitar a los jueces que oficien a efectos 
de que se remitan tales documentos. 

9 POLÍTICA PARA LA DEFENSA JUDICIAL DE INFIVALLE. 

Cuando comparezca INFIVALLE ante los estrados judiciales, se deberán tener en 
cuenta las siguientes instrucciones: 

9.1 El apoderado de INFIVALLE, en razón del mandato a él conferido, debe proceder 
a defender los intereses públicos de INFIVALLE, de manera diligente, técnica y 
respetuosa, conforme a las reglas, ritos procesos, principios y obligaciones que 
regulen el ejercicio de la abogacía. 

9.2 Los apoderados no solamente deben defender la legalidad en abstracto de las 
decisiones del INSTITUTO, sino también exponer y defender las políticas que 
orientan la gestión pública de INFIVALLE. 

201 9/05/28_V001 GD-FROO8 Página 16de 31 



VínfiVaRe 

Resolución No. 201 

RESOLUCIÓN DE GERENCIA 

9.3 Los abogados encargados de la defensa judicial para la contestación de la 
demanda tendrán en cuenta los siguientes criterios: 

9.5 Debe señalarse el marco normativo que regula las competencias de INFIVALLE 
respecto del problema planteado, al igual que las normas que regulan los 
aspectos particulares del caso concreto. 

9.6. Deben presentarse o exponerse claramente los actos, procedimientos, 
operaciones, actuaciones que INFIVALLE hubiere desarrollado, así como los 
antecedentes en cada caso. 

9.7 Los apoderados en la contestación de la demanda deberán tratar los conceptos 
e imputaciones presentados por el actor y contener adicionalmente la 
explicación y justificación de los actos administrativos y de la conducta del 
INSTITUTO, en cada caso concreto. Además los presupuestos de hecho, de 
derecho y jurisprudencial. 

9.9 En los procesos que se pretenda el reintegro de un servidor público, los 
apoderados de INFIVALLE, deberán solicitar al juez, de manera subsidiaria, que 
se pronuncie clara y expresamente en el fallo si proceden o no los descuentos 
de los ingresos salariales y prestacionales que el demandante haya percibido del 
tesoro público y demás situaciones que presenten duda. 

9.10 solicitud del llamamiento en garantía, dentro de los procesos judiciales, que 
adelanta INFIVALLE o se adelantan contra INFIVALLE: 

9.11 En cumplimiento de los artículos 19 y  siguientes de la Ley 678 de 2001, se podrá 
solicitar el' llamamiento en garantía, en los procesos de responsabilidad en 
contra del Estado relativos a controversias contractuales, reparación directa y 
nulidad y restablecimiento del derecho, siempre y cuando aparezca prueba 
sumaria de que el agente actuó con dolo o culpa grave, para que en el mismo 
proceso se decida sobre la responsabilidad de la administración y la del 
funcionario. 

1 
La Corte Constitucional, en Sentencia C-832 de 2001. ha señalado tres elementos para la procedencia: 

-Para que la entidad pública pueda repetir contra el funcionario o ex tuncionario, es necesario que concurran los siguientes requisitos: 
(i1 que una entidad pública haya sido condenada por la jurisdicción contencioso administrativa a reparar los daños antijuridicos 
causados a un particular; (ii) que se haya establecido que el daño antijurldico roe consecuencia de fa conducta dolosa o elavernente 
culposa del tuncionario o antiguo funcionario público. (II,) que la entidad condenada haya pagado la suma de dinero determinada por el 
juez en su sentencia. 
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9.12 Los apoderados de INFIVALLE deberán elaborar el escrito de contestación de 
demanda, proponer el escrito de excepciones y la respectiva denuncia o 
llamamiento en garantía; así mismo, en caso de que ésta última no sea 
procedente, deberán presentar al Comité de Conciliación el informe al respecto. 

9.13 Los apoderados de INFIVALLE deberán estudiar la procedencia del llamamiento 
en garantía para fines de repetición en los procesos judiciales de 
responsabilidad patrimonial. (Articulo 27 del Decreto 1716 de 2009). 

9.14 Cuando INFIVALLE, demande a sus contratistas, deberá accionar contra la 
aseguradora que ampare el riesgo que origina la acción y cuando actúe como 
accionado por ciudadanos o personas jurídicas de derecho privado o de derecho 
público por actos, hechos, omisiones u operaciones atribuibles a contratistas 
suyos deberá llamar en garantía yio denunciar el pleito al contratista y a su 
aseguradora, dependiendo del riesgo de que se trate. 

10 Política en materia de revocatoria directa de los actos administrativos. 

La revocatoria directa es el mecanismo por el cual, un acto administrativo, sea que 
esté o no en firme, es suprimido o sustituido por el mismo organismo que lo 
expidió, mediante otro acto administrativo con contenido en sentido contrario, 
proferido por fuera de las etapas propias del procedimiento administrativo y en 
virtud de las causales expresas señaladas en la ley. Frente a este mecanismo se 
plantean los siguientes lineamientos: 

10.1 Contra el acto administrativo no debe haberse utilizado alguno de los recursos 
dispuestos en el procedimiento administrativo o no debe existir recurso alguno 
contra el mismo, ya que mediante el uso de los recursos establecidos legalmente 
por parte del interesado la entidad puede entrar a revisar su actuación, toda vez 
que la revocatoria directa se adelanta de manera oficiosa para revisar y corregir la 
manifiesta antijuridicidad, inconveniencia o el agravio injustificado que cause el 
acto administrativo. 

10.2 De acuerdo con el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), la revocatoria 
directa procede: 

a. Cuando el acto administrativo es ostensiblemente contrario a la Constitución o 
a la Ley, de modo que su examen prima facie se realiza en sede administrativa 
frente a la legalidad o ilegalidad de su contenido. 

b. Cuando al revisar el acto administrativo este no está conforme con el interés 
público o social, o atente contra él, esto con ocasión de la prevalencia del 
interés general sobre el particular. 
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c. Que el acto administrativo cause agravio injustificado a una persona, entendido 
este como un menoscabo injustificado a los derechos e intereses de alguien de 
manera que debe verificarse el contenido del mismo. 

10.3 El acto administrativo puede ser revocado por el funcionario encargado de su 
expedición, así como su superior jerárquico o funcional inmediato. 

10.4 La revocatoria directa puede ser solicitada por quien tenga interés directo 
cuando se trate de un acto administrativo de contenido particular, de manera que, 
solo estarán legitimados quienes resulten afectados de manera directa con la 
decisión. Si el acto administrativo es de carácter general, cualquier persona, 
natural o jurídica puede solicitarla. 

10.5 La revocatoria directa puede ser de oficio cuando el funcionario que expidió el 
acto o su superior jerárquico o funcional inmediato, por su iniciativa y ante la 
evidencia de la ocurrencia de cualquiera de las causales contempladas en la ley. 

10.6 Se entiende surtida la revocatoria de mutuo acuerdo, cuando se apruebe un 
acta de conciliación sobre los efectos económicos de un acto administrativo 
particular, ya que se entenderá revocado el acto inicial y sustituido por el acuerdo 
logrado, puesto que una vez aprobada el acta esta adquiere el carácter de cosa 
juzgada, con equivalente de fuerza jurídica de una sentencia. 

10.7 La revocatoria directa puede adelantarse durante el curso de un proceso 
judicial hasta antes de proferirse sentencia de segunda instancia, cuando la 
misma sea propuesta por la entidad, por el Ministerio Público o por solicitud del 
interesado, previa aprobación del Comité de Conciliación de la entidad. 

10.8 La revocatoria directa es improcedente cuando el peticionario ha interpuesto 
los recursos posibles contra el acto, tal como lo señala el articulo 94 del CPACA. 
Es improcedente, además, una vez notificado el auto admisorio de la demanda. 
De la misma forma, no es procedente cuando se ha producido el término de 
caducidad concedido para el medio de control a ejercer contra el acto. 

10.9 Una vez planteada la revocatoria directa, a petición o de oficio, se debe, 
comunicar al titular del derecho o a quien o quienes puedan resultar afectados en 
forma directa con la revocatoria, con el fin de permitirles ejercer su derecho a la 
defensa, para lo cual podrán aportar o solicitar que se practiquen pruebas: En todo 
caso, se debe solicitar al titular del derecho que otorgue su consentimiento 
expreso y por escrito para adoptar la decisión correspondiente por parte de la 
entidad. 
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10.10 Cuando se trate de pensiones reconocidas irregularmente, quienes respondan 
por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, deberán 
verificar de oficio el cumplimiento de los requisitos para la adquisición del derecho 
prestacional y la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para 
obtener el reconocimiento y pago de la suma o prestación fija o periódica a cargo 
del tesoro público. Al verificar un comportamiento criminal y al establecer el 
reconocimiento indebido, se podrá revocar el acto y se iniciarán las acciones 
pertinentes ante las autoridades competentes, tal como lo señala la Corte 
Constitucional en Sentencia C-835 de 2003, reiterada en Sentencia de Unificación 
SU-182 de 2019. 

10.11 La decisión que niega la solicitud de revocatoria directa impetrada por el 
interesado, no revive los términos legales para el ejercicio de los medios de 
control contencioso administrativos ni dará aplicación del silencio administrativo, 
ya que no constituye un acto nuevo (art. 96 CPACA), 

11 Política en materia de silencio administrativo positivo. 
Frente al silencio administrativo se determinan los siguientes lineamientos: 

11.1 Incorporar puntos de control y alertas tempranas que permitan precaver la 
configuración de silencios administrativos, en especial en aquellos asuntos de 
impacto, tales como recursos administrativos, entre otros, en los que el 
ordenamiento jurídico ha establecido el silencio administrativo positivo. 

11.2 En caso de que se configure y protocolice ante la Administración un silencio 
administrativo positivo y el mismo se obtenga por medios ilegales o sea contrario 
al ordenamiento jurídico o lesivo a los intereses de INFIVALLE, el jefe de la 
respectiva dependencia o su delegado deberá solicitar de manera escrita y 
expresa la autorización del interesado para proceder a revocarlo de manera 
directa, advirtiéndole que debe ser otorgada dentro de los cinco (5) días siguientes 
al recibo de la comunicación. 

11.3 De no obtener la autorización escrita y expresa para la revocatoria del acto 
ficto, dentro del plazo citado, el Instituto donde se haya configurado esta situación, 
solicitará 	a la oficina Jurídica, dentro de los diez (10) días siguientes, que se 
demande su nulidad, expresando si dado su impacto se requiere la solicitud al 
juez de suspender el acto ficto provisionalmente o la práctica de cualquier otra 
medida cautelar que permita asegurar la vigencia del orden jurídico y la 
salvaguarda del patrimonio público. 
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12 Política en materia del Derecho de Petición. Se solicita al INSTITUTO 

implementar las siguientes acciones: 

12.1. Dar trámite a los derechos de petición cuya respuesta debe ser oportuna, clara, 
de fondo y congruente con lo solicitado, debe y tener notificación efectiva. Si la 
entidad no puede ofrecer una solución junto con respuesta al derecho de petición, 
debe explicar o sustentar el porqué de la imposibilidad de dar una solución de 
fondo. 

12.2 Se requiere constante capacitación a los servidores públicos, en especial, a 
aquellos encargados de tramitar los derechos de petición, quejas y los que 
sustentan las respuestas a los Despachos judiciales. 

12.2. Promover la adopción de políticas de calidad para garantizar la contestación 
yio respuesta a las solicitudes de manera oportuna y completa. 

12.3 Garantizar el derecho de petición de las personas en general. 

12.4 Actualizar el mapa de riesgos, previa evaluación individual de cada una de las 
peticiones luego de agruparlas con el fin de atenderlas por materias de manera 
integral. 

12.5 Impulsar la realización de mesas de trabajo con determinada periodicidad que 
permitan la interacción y socialización de las responsabilidades de cada uno de 
las áreas del INSTITUTO así como estudiar la específica vulneración del derecho 
como causa de litigiosidad, lo cual debe comprometer el mejoramiento en su 
atención. 

13. Política pública en materia contractual- Secretaria General. 

Por manual de funciones, le corresponde a esta área lograr el cumplimiento y 
fortalecimiento de la gestión contractual, bajo la estricta observancia de lo 
dispuesto en la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y 
demás normas reglamentarias para el caso concreto, que permitan a INFIVALLE 
una eficiente, eficaz y transparente contratación pública, en todas sus formas 
legales, y a efectos de Prevenir el daño antijurídico en la fase de planeación 
contractual, contratación, ejecución y liquidación, motivadas en las 
modificaciones, ajustes, prórrogas, adiciones, etc, y en consecuencia riesgos en 
el equilibrio económico o en el peor de los casos, no se satisfacen las 
necesidades que realmente tiene la entidad o los destinatarios de los servicios 
del INSTITUTO se establece que se debe observar unas políticas a saber: 
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13.1 Políticas para la fase de planeación contractual. 

1. Verificarse la totalidad de las exigencias previas para la suscripción del 
eventual contrato, por lo que los responsables del trámite correspondiente 
deben realizar un adecuado estudio previo mediante el análisis de la 
necesidad, la justificación, los factores técnicos, financieros y especialmente 
jurídicos, así como contar previamente con los permisos, autorizaciones y 
facultades necesarias para la celebración del contrato. 

2. Elaborar los pliegos de condiciones de los procesos contractuales de tal 
manera que sean suficientemente claros, completos, precisos y alejados de 
toda interpretación subjetiva, donde su aplicación dentro del trámite garantice 
el respeto de los principios de la contratación pública. 

3. Realizar una adecuada maduración de los proyectos de contratación, con el fin 
de que los procesos de selección no se inicien hasta tanto no se constate el 
análisis integral de los componentes técnicos. 

4. Institucionalizar, controles al interior de la dependencia respectiva dentro de la 
fase de planeación de la actividad contractual, con el fin de verificar que las 
condiciones técnicas, cantidades y actividades sean adecuadas y 
concordantes con el objeto contractual y la finalidad perseguida por la entidad. 

5. Establecer instrumentos precisos, tales como lista de chequeo, relacionadas 
directamente con los requisitos de orden técnico, financiero y legal para 
verificar el cumplimiento de las exigencias contractuales. 

6. Aplicar en el trámite de selección los principios que rigen el proceso de 
contratación pública, como es el caso de la inmutabilidad de los pliegos, de tal 
forma que no se generen vicios que terminen afectando la selección de la 
oferta más favorable para INFIVALLE. 

13.2 Políticas para la fase de ejecución contractual. 
Teniendo en cuenta las debilidades en la ejecución contractual, se deberá: 

1. Firmado el Contrato por las partes y debidamente publicado, se debe exigir por 
parte de los interventores y/o supervisores, el acatamiento pleno de los 
términos contractuales a los contratistas, así como aplicar los mecanismos con 
que se cuenta para exigir el cumplimiento de las obligaciones tales como las 
multas o la cláusula penal pecuniaria, pólizas de cumplimiento, etc. 
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2. Indicar directrices oportunas y claras para todas las dependencias que deben 

garantizar la continuidad de los procesos contractuales con el fin que utilicen 
los mecanismos adecuados para afrontar la contratación como consecuencia 
del cambio de vigencia fiscal. 

3. Realizar capacitaciones tanto a interventores y/o supervisores como a los 
contratistas acerca de los procesos sancionatorios en materia contractual con 
la aplicación de las debidas garantías de defensa y contradicción. 

4. Fomentar la eficacia de los procesos de contratación mejorando los tiempos de 
los trámites que involucran la articulación entre las diferentes dependencias, 
evitando reprocesos y garantizando la efectiva y oportuna satisfacción de las 
necesidades que se pretenden satisfacer con la contratación. 

13.3. Políticas para la liquidación del contrato y pago de las obligaciones 
contractuales. 
Para prevenir la omisión de liquidación oportuna de los contratos y el pago de 
las obligaciones contractuales, es necesario: 

1. Estructurar de manera concreta en los manuales de funciones y de 
contratación, para el caso de los supervisores y dentro del respectivo contrato 
que los interventores, tiene la función y obligación de proyectar la liquidación 
de los contratos dentro de los términos de ley. 

2. Implementar a través de herramientas tecnológicas sistemas de alerta que 
permitan identificar oportunamente sobre aquellas actividades contractuales 
cuyo plazo de liquidación se encuentra próximo a vencer. 

3. Las dependencias ejecutores de los contratos y convenios, serán las 
responsables de realizar el trámite correspondiente a conciliación de cifras 
presupuestales y contables, antes de elaborar el acta para la liquidación del 
contrato y/o convenio (bilateral, unilateral y/o judicial), con el fin de determinar 
los saldos de los derechos y obligaciones de las partes, así como las 
retenciones por tributos, sobre saldos en favor del contratista, que no hayan 
sido pagados durante la ejecución del contrato, así como de elaborar la 
liquidación correspondiente. 

13.4 Políticas frente a la imposición de obligaciones adicionales a los 
contratistas. Debido a la imposición de obligaciones adicionales a los 
contratistas que estos no están obligados a soportar, se debe: 

GD-FROOB Página 23 de 31 	 201 9/05/28_VO01 



            

            4YTnfiVaLLe 

   

RESOLUCIÓN DE GERENCIA 

            

Resolución No. 201 

1. Establecer con claridad desde el punto de vista funcional para los servidores 
públicos y desde el punto de vista obligacional para el caso de los contratistas 
relacionados con el control y vigilancia de contratos, la imposibilidad legal de 
autorizar o permitir que contratistas ejecuten actividades que no se encuentren 
pactadas dentro de los respectivos acuerdos contractuales. 

2. Informar, comunicar e instruir por medio de manuales, talleres, capacitaciones 
a quienes intervienen en la actividad de control y seguimiento de contratos en 
relación con las obligaciones asumidas en tal calidad, estableciendo de 
manera precisa aquellas actividades que pueden desarrollar y aquellas que 
constituyen extralimitación de su ejercicio, como por ejemplo autorizar 
modificación en los contratos, obras extra o adicionales, así como ordenar la 
ejecución de obligaciones no asumidas por el contratista, etc. 

3. Sensibilizar a los supervisores e interventores frente a las obligaciones y 
responsabilidades que asumen en cumplimiento de sus funciones e instarlos 
para que ejerzan su actividad con apego a los lineamientos legales y 
presupuestales, que derivan en reclamaciones de los contratistas, así como de 
terceros. 

13.5. Políticas para la celebración de contratos de prestación de servicios. 
En materia de celebración de contrato de prestación de servicios, cuya 

ejecución de actividades no deben generar condiciones propias de un contrato 
de trabajo, deberá: 

1. Desde la fase de planeación del contrato, elaborar los estudios previos 
identificando claramente la necesidad y la justificación, las características de 
cada una de las actividades que se van a contratar, teniendo en cuenta para 
ello el tipo de obligaciones a desarrollar, as¡ como la forma en que se 
ejecutarán las mismas, ello con el fin de establecer claramente la tipología 
contractual, es decir, definir si se trata de un contrato de prestación de 
servicios profesionales, de apoyo a la gestión, de consultoria. 

2. Brindar capacitación al personal relacionado con la estructuración de contratos, 
así como a los que intervengan en la fase de planeación y de supervisión 
sobre el alcance, características, limites del contrato de prestación de servicios 
y la diferencia entre la relación contractual y la relación laboral, para que se 
tenga claridad acerca del cumplimiento de las obligaciones pactadas con 
contratistas. 
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3. La Secretaria General, a través de oficios, circulares o diferentes documentos 
guías se deberá socializar con el personal relacionado con la planeación y 
seguimiento de la actividad contractual acerca de las condiciones que tipifican 
una verdadera relación laboral y cuáles son las condiciones propias de un 
contrato de prestación de servicios profesionales o de apoyo a la gestión. 

4. Sensibilizar al personal encargado de la supervisión de contratos, sobre las 
facultades y prohibiciones de realizar exigencias a los contratistas por orden de 
prestación de servicios, para que exista una mera coordinación de actividades 
entre el contratante y el contratista, y este último no pierda autonomía en el 
desempeño de las actividades contratadas, evitando la configuración de 
relaciones laborales, que pueden ser objeto de demandas contractuales. 

13.6. Políticas frente al cumplimiento de las medidas de salud ocupacional de 
los contratistas. 
Con ocasión del incumplimiento de las medidas de salud ocupacional que los 
contratistas deben cumplir para evitar accidentes, se determina que: 

1. Teniendo en cuenta la existencia de responsabilidad solidaria entre 
INFIVALLE y sus contratistas, frente a las responsabilidades en cuanto al 
personal contratado, es recomendable que se realice un efectivo control en 
cuanto a la debida utilización de los mecanismos tendientes a prevenir los 
riesgos. 

2. Definir en la fase de planeación contractual, en aquellos contratos que 
represente un riesgo importante en cuanto a la ocurrencia de accidentes, la 
obligación para que el futuro contratista cuente dentro del personal con 
asesores en riesgos ocupacionales. 

14.Políticas para verificación del cumplimiento de requisitos para el 
reconocimiento de pensiones y prestaciones. 

Previendo las inconsistencias en la verificación de cumplimiento de los requisitos 
necesarios para el reconocimiento de las pensiones, ya sea de invalidez o 
jubilación, así como en la liquidación de prestaciones sociales, se determina que: 

1. Capacitar a los funcionarios del área competente para realizar las liquidaciones 
prestacionales de los servidores públicos, acerca de los requisitos, trámites y 
procedimientos para el reconocimiento pensional y liquidación de prestaciones 
sociales, teniendo en cuenta los actuales precedentes jurisprudenciales, 
principalmente los fallos directamente relacionados con el Instituto. 
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2. Proporcionar herramientas para la actualización constante de los funcionarios 
del área competente de realizar el reconocimiento pensional y prestacional a 
los servidores públicos, en cuanto a la normatividad aplicable y tendencias 
doctrinales y jurisprudencia les actualizadas. 

3. Establecer un mecanismo de control legal y económico a través de la 
conformación de un comité en el que se discuta y apruebe, previo a la 
expedición y notificación de los respectivos actos administrativos, los 
correspondientes reconocimientos pensionales, salariales y prestacionales a 
que haya lugar, de tal manera que le permita a la entidad tomar los correctivos 
en el tiempo oportuno. 

15. 	Políticas frente a la imposición de cargas tributaria. Teniendo en cuenta la 
presunta imposición de cargas tributarias a los presuntos contribuyentes, como 
consecuencia de las fallas administrativas en la aplicación del marco normativo 
que regula el cobro de las contribuciones, es necesario: 

15.1 Observar el principio de planeación tributaria, entendido como un conjunto 
de técnicas y estrategias que un ente económico adopta, en forma anticipada, 
con el objetivo de poder llevar a cabo sus actividades económicas, fijarse 
objetivos y cumplir sus propósitos. 

15.2 De manera previa a la toma de decisiones administrativas, deberá cotejarse 
su contenido con la normatividad vigente y con los antecedentes 
jurisprudenciales, a fin de que las decisiones se encuentren ajustadas a la 
realidad jurídica. 

15.3 Generar grupos de discusión integrados por funcionarios del nivel directivo, 
con el fin de establecer la pertinencia jurídica de la expedición del acto 
administrativo, la cual deberá enmarcarse en la normatividad vigente y los 
pronunciamientos hechos frente al tema jurisprudencia¡ y doctrinariamente. 

16. Políticas para atender la dinámica judicial. 
Con el objetivo de evitar debilidades en la armonización institucional para 
atender la dinámica judicial, es necesario: 

Fomentar la retroalimentación con las demás dependencias administrativas de 
la entidad, los alcances de los fallos judiciales tanto en contra como a favor de 
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los intereses jurídicos de la entidad, así como de los precedentes 
jurisprudenciales recientes, de tal manera que una vez socializados los 
argumentos de la autoridad judicial, se definan los ajusten en las actuaciones 
administrativas. 

16.1 Fijar las directrices y plazos en las que las comunicaciones proferidas por las 
diferentes dependencias y áreas funcionales darán respuesta a los 
requerimientos de los despachos judiciales y entes de control, teniendo en 
cuenta además el término otorgado para aportar lo solicitado 

16.2 Socializar los conceptos emitidos por las autoridades administrativas o 
asesores de las dependencias, los cuales tienen incidencia en asuntos que 
representan un riesgo legal para la entidad. 

16.3. Exponer la necesidad de que el programa de capacitaciones, incluya temas 
relacionados con los riegos de acciones judiciales. 

16.4 Realizar actividades de discusión y socialización periódica entre las diferentes 
dependencias relacionadas con la actualización legal que incumbe a los intereses 
del Instituto. 

16.5 Cumplir con el deber de replicar los conocimientos adquiridos en las 
capacitaciones por parte de los funcionarios. 

17 Políticas para acudir a los Mecanismos Alternativos de Solución de 
Conflictos (MACS) 

1. En los asuntos susceptibles de agotar un Mecanismo Alternativo de Solución 
de Conflictos, serán presentados ante el Comité de Conciliación y de Defensa 
Judicial, para su revisión, consideración y autorización de encontrarse ajustada 
al ordenamiento jurídico y al precedente jurisprudencia¡, evento en el cual se 
pondrá en conocimiento de la autoridad competente para terminar de forma 
anticipada o anormal el asunto sometido. 
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2. Las dependencias ejecutoras de los contratos y convenios, serán las 
responsables de realizar el trámite correspondiente a conciliación de cifras 
presupuestales y contables, antes de elaborar el acta para la liquidación del 
contrato y/o convenio (bilateral, unilateral yio judicial), con el fin de determinar 
los saldos de los derechos y obligaciones de las partes, así como las 
retenciones por tributos, sobre saldos en favor del contratista, que no hayan 
sido pagados durante la ejecución del contrato, así como de elaborar la 
liquidación correspondiente. 

18 	PROGRAMAS DE TRANSPARENCIA Y ETICA EN EL SECTOR PUBLICO. 
Considerando que la Ley 2195 de 2022, modifico el articulo 73 de la ley 1414 de 
2011, para ordenar que ... Cada entidad del orden nacional, departamental y 
municipal, cualquiera que sea su régimen de contratación, deberá implementar 
Programas de Transparencia y Ética Pública con el fin de promover la cultura de 
la legalidad e identificar, medir, controlar y monitorear constantemente el riesgo 
de corrupción en el desarrollo de su misionalidad. Este programa contemplara, 
entre otras cosas: 

a. Medidas de debida diligencia en las entidades del sector público. 

b. Prevención, gestión y administración de riesgos de lavado de activos, 
financiación del terrorismo y proliferación de armas y riesgos de corrupción, 
incluidos los reportes de operaciones sospechosas a la UIAF, consultas en las 
listas restrictivas y otras medidas especificas que defina el Gobierno Nacional 
dentro del año siguiente a la expedición de esta norma; 

c. Redes interinstitucionales para el fortalecimiento de prevención de actos de 
corrupción, transparencia y legalidad; 

d. Canales de denuncia conforme lo establecido en el Articulo 76 de la 
Ley 1474 de 2011; 

e. Estrategias de transparencia, Estado abierto, acceso a la información pública y 
cultura de legalidad; 

f. Todas aquellas iniciativas adicionales que la Entidad considere necesario incluir 
para prevenir y combatir la corrupción. 
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18.1 Articulación del Sistema Integral de Administración de Riesgos con el 
Programa de Transparencia y Ética Pública. 

Esta nueva herramienta de prevención del daño antijuridico, permite monitorear, 
medir, controlar el riesgo de corrupción, y se cuenta hasta el año 2024, para su 
adopción con un enfoque de riesgos. 

El Modelo Integrado de Planeación y Gestión (MIPG) o modelos sucesores 
deberá armonizarse con el Programa de Transparencia y Ética Pública, siendo el 
Comité de Conciliación y Defensa Judicial en armonía con las áreas del Instituto 
los llamados a verificar esta integración. 

19. Directrices y recomendaciones de prevención del daño antijurídico. Como 
quiera que la causación del daño antijuridico constituye fuente de condenas en 
contra de la entidad, deslegitimando su actuar frente a la ciudadanía, se hace 
necesario difundir, observar, aplicar y cumplir las políticas de prevención del daño 
antijurídico y defensa judicial aquí enunciadas, con el fin de evitar la producción 
de eventos dañinos que generan acciones legales en contra de la entidad. 

20. Plan de seguimiento y evaluación. Con el fin de efectuar un proceso de 
vigilancia constante y determinar la efectividad de las políticas de prevención del 
daño antijuridico y defensa judicial, se establece que: 

1. Se priorizarán en las actividades de capacitación, la identificación de los 
riesgos y las medidas de prevención y defensa del daño antijurídico del 
Instituto. 

2. Elaboración de comunicaciones internas mediante las cuales se indique y se 
especifiquen las obligaciones a desarrollar cuando un funcionario o contratista 
ejerza funciones de supervisión de contratos o convenios de la entidad. 

3. Trimestralmente se realizará un informe presentado por cada una de las 
dependencias encargadas de la gestión, adopción e implementación de las 
políticas en cuestión, respecto de la actividad litigiosa y del proceso de gestión 
e implementación de las políticas. Dicho informe deberá contar con la 
elaboración de una estadística confiable mediante la preparación de bases de 
consolidación de información, actualizada permanente. 

00  
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4. Adoptar herramientas que permitan adelantar la medición de la aplicación y 

eficacia de la política, así como la necesidad de realizar modificaciones y 
revisión de la misma. 

ARTICULO SEGUNDO. Divulgación y cumplimiento: Ordenar a los Subgerentes, 
Jefes de Oficina, adelantar las actividades que permitan la divulgación y cumplimiento 
M plan de acción establecido en la política de prevención del daño antijurídico y 
defensa judicial. 

ARTICULO TERCERO: Considerando que las causas del daño antijurídico 
constituyen fuentes de condenas contra el Instituto, afectando la imagen ante la 
comunidad en general y los clientes, es necesario difundir, observar, aplicar y cumplir 
por parte de las Subgerencia y Jefaturas, funcionarios, contratistas y colaboradores 
de Infivalle, con el objetivo de iniciar acciones de prevención para evitar la producción 
de eventos prejudiciales y judiciales que puedan generar condenas al Instituto. 

ARTICULO CUARTO: Etapas de definición de la política de prevención del daño 
antijurídico. Se desarrollara en las siguientes etapas. Sensibilización, diagnóstico del 
comportamiento del Instituto en materia de responsabilidad del daño antijurídico, 
inventario de causas de daño antijuridico imputable al Instituto, a través del mapa de 
riesgos, 	formulación de estrategias de fortalecimiento y seguimiento y 
retroalimentación. 

ARTICULO QUINTO: Seguimiento y control. Designar la verificación de la 
implementación, seguimiento y control de las acciones contempladas en el plan de 
acción del Instituto Financiero para el Desarrollo del Valle del cauca, al Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial. 

PARÁGRAFO: El seguimiento se realizará con base a los informes trimestrales 
presentados por las diferentes áreas y socializados a los miembros del comité de 
Conciliación y Defensa Judicial en las reuniones establecidas para este fin. 

ARTICULO SEXTO: La actualización y ajustes. Las actualizaciones y los ajustes de 
la Política Publica de prevención del daño antijurídico del Instituto Financiero para el 
Desarrollo del Valle del cauca, se podrán realizar anualmente o cada vez que se 
requieran para aplicar las nuevas disposiciones legales que al respecto imparta el 
Congreso de la Republica. 
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ARTICULO SEPTIMO: Publicidad: La presente resolución deberá ser comunicada y 
publicada en la página web de INFIVALLE. 

ARTICULO OCTAVO: Vigencia y derogaciones: La 'presente Resolución rige a partir 
de su promulgación y deroga la Resolución No. 66 de 4 de abril de 2022, y demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNIQUESE Y CUMPLASE 

Dada e Santiago de Cali, a losW.'\c4 2$) días del mes depSrD 	de 2023. 

-1310 ANNI RAMIREZ tABRERA 

bogado Contratista O 
Reviso: Luis Mario Duque- Abogado Cont?atkta  Oficina Jurídica. 
Revisó: Sandra Patricia Ospina Valencia-/Secretaria General Ck- 
Reviso: Shirley Galeano Castro- Subgere'n,jé Administrativa 
Reviso: Reyes Sotelo 1-lolrner José- Sub4erente Financiero 
Reviso: Rada Rodriguez Gilberto- SubØrents ConlercialÁ-j 
Aprobó: Comité de Conciliación y Dfénsa Judicial de Infivalle. 

0 

Elaboro: Aura Myriam Pachichana Maitinez 
Elaboro: Guliárrez Castillo Néstor Raúl- A 
Elaboro: Heredia Carlos- CH Consultores- 

Gerente. 

Jefe Oficina Asesora de Juridica. 
aado Contratista Oficina Juridica 

ma Juridica. 
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